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RECURSO 47/2026 
RESOLUCIÓN 79/2026 
 
 
Resolución 79/2026, de 16 de abril, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 47/2026, 
interpuesto por Extintores y Recargas, S.L. contra la adjudicación del 
contrato de mejora y subsanación de deficiencias en las instalaciones 
de detección y extinción de incendios de la Facultad de CC. Biológicas 
y Ambientales, Facultad de Veterinaria, Edificio Albéitar/Rectorado y 
Escuela de Ingeniería Industrial, Informática y Aeroespacial Fase II 
de la Universidad de León (expediente SUM023/2025). 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- El 4 de febrero de 2026 la rectora de la Universidad de León 

(ULE) acuerda adjudicar a Ryal Construcción e Ingeniería, S.L. el contrato para 
“Mejora y subsanación de deficiencias de las instalaciones de detección y 
extinción de incendios de la Facultad de CC. Biológicas y Ambientales, Facultad 
de Veterinaria, Edificio Albéitar/Rectorado y Escuela de Ingeniería Industrial, 
Informática y Aeroespacial Fase II de la Universidad de León” (expediente 
SUM023/2025). La resolución de adjudicación se publica en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público (PLACSP) el 9 de febrero de 2026.  

 
Han concurrido a la licitación únicamente dos empresas: Ryal 

Construcción e Ingeniería, S.L. (adjudicataria del contrato) y Extintores y 
Recargas, S.L. 

 
El pliego de cláusulas administrativas particulares que rige la licitación 

(PCAP), en el apartado B.6 del cuadro de características, en relación al objeto 
del contrato, indica: “Este contrato tiene la consideración de contrato mixto ya 
que engloba suministros y obras; los suministros suponen el mayor importe 
para el cálculo del presupuesto base de licitación y por lo tanto del valor 
estimado total, el régimen jurídico aplicable -a la preparación y adjudicación del 
contrato- y a sus efectos -cumplimiento y extinción- será el correspondiente al 
contrato de suministros, que es la prestación mayor que conforma el valor 
estimado”. El contrato también incluye en su objeto la redacción de la 
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documentación técnica correspondiente para cumplir con las exigencias 
normativas vigentes.  

 
El precio del contrato se ha determinado por precios unitarios, recogiendo 

el apartado 8 del pliego de prescripciones técnicas (PPT) las “Unidades a 
ejecutar”, como referencia para la elaboración de su oferta económica por los 
licitadores.  

 
Segundo.- El 19 de febrero de 2026 D. yyy, en representación de 

Extintores y Recargas, S.L., interpone recurso especial en materia de 
contratación contra la adjudicación.  

 
Fundamenta su recurso en la discrepancia con la valoración por la mesa 

de contratación de los criterios dependientes de un juicio de valor, 
concretamente de la “memoria técnica y propuesta constructiva (hasta 45 
puntos)”; valoración que toma como fundamento el informe técnico de 12 de 
enero de 2026. Este informe técnico atribuye la oferta técnica de la recurrente 
23 puntos, calificándola como “insuficiente” y a la oferta de la otra empresa 
licitadora, que ha resultado adjudicataria, 50 puntos, calificándola como 
“excelente”, lo que no se justifica en ningún momento. Afirma que “el informe 
presenta defectos formales y materiales, tales como motivación insuficiente, 
falta de trazabilidad y contraste y aplicación no verificable de subcriterios, así 
como apreciaciones indeterminadas que impiden comprobar la corrección del 
juicio técnico y la igualdad de trato”.  

 
Por todo ello, solicita la estimación del recurso y que se declare la 

nulidad de la adjudicación del meritado contrato.  
 
Tercero.- Se ha recibido en este Tribunal el expediente y el informe 

del órgano de contratación de 5 de marzo de 2026, en el que solicita la 
desestimación del recurso.  
 

Cuarto.- Conferido traslado del recurso a los interesados, no consta la 
presentación de alegaciones por la adjudicataria.  

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
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de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- La recurrente está legitimada para interponer el recurso, de 

conformidad con el artículo 48 de la LCSP, y ha quedado debidamente 
acreditada la representación con la que actúa.  

 
El recurso se ha interpuesto contra la adjudicación de un contrato mixto 

en el que los suministros representan la partida de mayor importe del 
presupuesto base de licitación, ascendiendo el valor estimado del contrato a 
308.000 euros, superior a 100.000 euros y susceptible, por tanto, de recurso 
especial en materia de contratación, conforme al artículo 44, apartados 1.a) y 
2.c) de la LCSP. 

 
El recurso contra la adjudicación se ha presentado en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP. 
 
3º.- En cuanto al fondo del asunto, la recurrente cuestiona la valoración 

de su oferta técnica llevada a cabo por mesa de contratación en la sesión de 
12 de enero de 2026, apoyándose en el informe técnico de la misma fecha. 

 
De acuerdo con esta valoración, que recoge la resolución de adjudicación 

recurrida, la recurrente ha obtenido 23 puntos en los criterios de adjudicación 
dependientes de un juicio de valor, frente a los 50 puntos obtenidos por la 
adjudicataria.  

 
Estos criterios de adjudicación subjetivos o no automáticos son dos, de 

acuerdo con el apartado J del cuadro de características particulares: la 
memoria técnica y la propuesta constructiva (hasta 45 puntos) y la reducción 
de la huella de carbono (hasta 5 puntos). Ambas licitadoras han obtenido la 
misma puntuación en el segundo criterio, por lo que la diferencia valorativa 
deriva de la puntuación otorgada a la memoria técnica. Así, la de la recurrente 
ha sido valorada con 18 puntos y la de la adjudicataria con la puntuación 
máxima: 45 puntos. Esta diferencia de puntuación, por otra parte, ha sido 
determinante de la adjudicación, puesto que en la puntuación de los criterios 
automáticos la diferencia fue de poco más de 4 puntos (la recurrente obtuvo 
45,91 puntos y la adjudicataria 50 puntos).  

 
Por otra parte, en relación con la memoria técnica, el PCAP dispone en 

el apartado G del cuadro de características, a propósito de la “Documentación 
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a presentar por los licitadores” que en el sobre n.º 2 (la adjudicación se tramita 
por el procedimiento abierto de adjudicación):  
 

“Los licitadores deberán presentar los documentos necesarios 
para la valoración y ponderación de sus ofertas con respecto a los criterios de 
valoración de ofertas no cuantificables por fórmulas establecidos en el 
apartado J) 1.2 de este Cuadro.  

 
»- Se entregará una Propuesta Técnica por parte de los licitadores. 

Esta Propuesta Técnica tiene carácter obligatorio y deberán presentarse todos 
los documentos indicados para poder tenerla en consideración y proceder a su 
valoración. En el caso de que falte alguno de los documentos la puntuación 
será de 0 puntos.  

 
»Tendrá una extensión máxima de 20 páginas (incluidos portada 

e índice, que deberán figurar de forma explícita), tamaño DINA4 a una cara, 
fuente Arial 12, además de la documentación gráfica adjunta que estime 
oportuna el licitador. Todo lo que no sea la memoria y sea información 
complementaria como la documentación gráfica, valoraciones económicas, 
fichas técnicas etc figurarán en un Anexo que no computa en el número de 
hojas establecido, pero sí que el anexo aparecerá referenciado en el índice. 
Todas las páginas que excedan una vez aplicados estos criterios no serán 
tenidas en cuenta a efectos de puntuación”. 

 
El contenido de esta propuesta técnica se concreta en el apartado J, 

relativo a los criterios de adjudicación, concretamente en el subapartado 1.2.1, 
que, en relación con el criterio de adjudicación “Memoria técnica y propuesta 
constructiva (hasta 45 puntos)”, dispone lo siguiente:  

 
“Partiendo de los planos previos relativos al programa de 

necesidades, se presentará una memoria que incluirá la propuesta constructiva 
y metodológica a desarrollar en la documentación técnica requerida 
normativamente que permita ejecutar y legalizar las instalaciones a ejecutar 
objeto de este contrato. Incluirá como mínimo, planos en planta de distribución 
y podrán ser acompañados de secciones, croquis, etc., con la escala y detalle 
suficiente para que puedan ser evaluados por los servicios técnicos de la 
Universidad. Tendrá una extensión máxima de 20 páginas (incluidos portada 
e índice, que deberán figurar de forma explícita), tamaño DINA4 a una cara, 
fuente Arial 12, además de la documentación gráfica adjunta que estime 
oportuno el licitador.  
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»Entre los aspectos se valorará:  
 
»1.2.1.1 Concepción de las actuaciones por edificio afectado. 

(Hasta 20 puntos)  
 

»a) Concepto. 
 
»b) Capacidad de dar respuesta al programa de 

necesidades y cumplimiento normativo planteado, y de mejorarlo 
 
»c) Correctas soluciones. 
 
»d) Grado y calidad de definición de las actuaciones 

planteadas, por edificio afectado. 
 
»e) Capacidad de la instalación para adaptarse o 

evolucionar. 
 
»f) Inclusión de mejoras a las necesidades planteadas. 
 
»g) Relación de unidades o partes de las obras que 

realizará bajo subcontratación, indicando el porcentaje que representa sobre 
la totalidad de la actuación.  

 
»1.2.1.2 Concepto de las instalaciones. (Hasta 12 puntos)  
 

»a) Diseño de las instalaciones a ejecutar. 
 
»b) Rigor en la documentación justificativa de las 

soluciones adoptadas. 
 
»c) Empleo adecuado de soluciones basadas en economía 

circular. 
 
»d) Coordinación con el funcionamiento y mantenimiento 

de las instalaciones ya existentes. 
 
»e) Los menores costes de mantenimiento de las 

instalaciones a ejecutar. 
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»f) Rigor en la selección de elementos a instalar 
debidamente justificados. 

 
»g) Control de calidad y gestión de residuos. 
 
»h) Descripción de marcas comerciales de los equipos. 
 
»i) Enumeración de certificados en materia de calidad, 

medio ambiente y seguridad y salud, en vigor y con fecha de vencimiento o 
renovación del mismo.  

 
»1.2.1.3 Viabilidad de la propuesta. (Hasta 13 puntos)  

 
»a) Cronograma de las actuaciones previstas. Se 

presentará por semanas, representando en planos de planta las diferentes 
dependencias afectadas por la actuación. Hitos claramente identificados. 

  
»b) Grado de detalle del presupuesto y su viabilidad. 
  
»c) La menor complejidad de ejecución. 
  
»d) Medidas correctoras para reducir el impacto de los 

trabajos en el entorno de actuación (ruidos, suciedad, impacto visual, 
seguridad y salud de las personas usuarias de los edificios, etc.). 

  
»e) Interferencias con el día a día de los centros afectados, 

que permitan la coexistencia de las actividades docentes/administrativas con 
la ejecución de las instalaciones. 

  
»f) Limpieza de las diferentes dependencias tras la 

ejecución de los trabajos. 
  
»g) Programa de puesta en marcha y formación del 

personal de la Universidad de León. 
  
»h) Aspectos de seguridad y salud durante la ejecución 

del contrato (Coordinador de seguridad y salud propuesto, titulación, 
experiencia, etc.)”.  

 
Por otra parte, debe diferenciarse esta memoria técnica (criterio de 

adjudicación) de la documentación técnica que deberá elaborarse en la fase 
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de ejecución del contrato para poder llevar a cabo los trabajos necesarios para 
la mejora de la instalación de protección de incendios (PCI) en varios edificios 
de la Universidad de León, en las condiciones que define el PPT. En este 
sentido el pliego técnico regula como fases diferenciadas en la ejecución del 
contrato la fase de elaboración de esta documentación técnica, la fase de 
suministro y la fase de instalación.  

 
4º.- A la vista de lo expuesto, debe examinarse si la valoración de las 

memorias técnicas llevada a cabo por la mesa de contratación, con 
fundamento en el informe técnico emitido, que ha sido aceptada por el órgano 
de contratación en la resolución de adjudicación recurrida, está debidamente 
motivada o si, por el contrario, excede los límites de la discrecionalidad técnica, 
incurriendo en arbitrariedad. 

  
Sobre la valoración técnica de las ofertas presentadas por los licitadores 

y su enjuiciamiento y control por los tribunales, conviene recordar que la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo ha señalado, de manera reiterada, que la 
Administración goza de discrecionalidad técnica en la ponderación de criterios 
evaluables en función de juicios de valor; por lo que, al tratarse de cuestiones 
que se evalúan aplicando criterios estrictamente técnicos, el Tribunal no puede 
corregirlos aplicando criterios jurídicos. Resulta manifiesto que este Tribunal 
carece de la suficiente formación para entrar en consideraciones estrictamente 
técnicas. Ello no obsta para que el Tribunal pueda analizar tal valoración, pero 
tal examen debe quedar circunscrito a sus aspectos formales, tales como 
normas de competencia o procedimiento, la vigilancia de que en la valoración 
no se hayan aplicado criterios arbitrarios o discriminatorios o que no se haya 
incurrido en error material. 

 
La sentencia del Tribunal Supremo de 14 de julio de 2000 señala que la 

“discrecionalidad técnica reduce las posibilidades del control de dicha actividad 
evaluadora, que prácticamente estarán constituidas por estos dos básicos 
supuestos: el de la inobservancia de los elementos reglados -cuando éstos 
existan-, y el del error ostensible o manifiesto; y, consiguientemente, deja 
fuera de ese limitado control posible a aquellas pretensiones de los interesados 
que solo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, pero 
moviéndose también dentro de ese aceptado espacio de libre apreciación, y 
no estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Por su parte, la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 2012, 

entre otras, declara que “la discrecionalidad técnica expresada conduce a partir 
de una presunción de certeza o de razonabilidad de la actuación administrativa, 
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apoyada en la especialización y la imparcialidad de los órganos establecidos 
para realizar la calificación. De modo que dicha presunción iuris tantum sólo 
puede desvirtuarse si se acredita la infracción o el desconocimiento del proceder 
razonable que se presume en el órgano calificador, bien por desviación de 
poder, arbitrariedad o ausencia de toda posible justificación del criterio 
adoptado, entre otros motivos, por fundarse en patente error, debidamente 
acreditado por la parte que lo alega. Por ello, la discrecionalidad técnica reduce 
las posibilidades de control jurisdiccional sobre la actividad evaluadora de los 
órganos de la Administración prácticamente a los supuestos de inobservancia 
de los elementos reglados del ejercicio de la potestad administrativa y de error 
ostensible o manifiesto, quedando fuera de ese limitado control aquellas 
pretensiones de los interesados que sólo postulen una evaluación alternativa 
a la del órgano calificador, moviéndose dentro del aceptado espacio de libre 
apreciación, y no estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Todo ello en el bien entendido de que, como refiere la sentencia de la 

Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de 10 de mayo de 
2017 (Rec. 2504/2015) “la discrecionalidad técnica de la que, ciertamente, 
están dotados los órganos de contratación para resolver cuál es la oferta más 
ventajosa no ampara cualquier decisión que pretenda fundarse en ella ni se 
proyecta sobre todos los elementos en cuya virtud deba producirse la 
adjudicación. Jugará, por el contrario, solamente en aquellos que, por su 
naturaleza, requieran un juicio propiamente técnico para el cual sean 
necesarios conocimientos especializados”. 

 
La doctrina de la discrecionalidad técnica se ha acogido plenamente por 

los Tribunales Administrativos de Recursos Contractuales. Como señalan, por 
todas, las resoluciones 63/2024, de 16 de mayo, 44/2023, de 23 de marzo, o 
82/2022, de 9 de junio, de este Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León, “Ello supone que, al tratarse de aspectos que 
se evalúan con criterios estrictamente técnicos, el Tribunal no puede 
corregirlos aplicando criterios jurídicos, sin perjuicio de que puedan ser objeto 
de análisis cuestiones como las antes apuntadas (aspectos formales de la 
valoración -como las normas de competencia o de procedimiento, por ejemplo; 
que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o discriminatorios; 
o que se haya incurrido en omisión o error material al efectuarla). Fuera de 
estos aspectos, el Tribunal debe respetar los resultados de dicha valoración”.  

 
A) La recurrente sostiene, en primer lugar, que el informe técnico ha 

realizado la valoración de las memorias de las licitadoras empleando criterios 
como la “claridad” o la “concreción” que, “si no se conectan a requisitos o 
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indicadores expresamente previstos, puede operar como criterio autónomo no 
previsto o como umbral adicional, alterando la competencia efectiva entre 
licitadores. La discrecionalidad técnica no ampara que la evaluación se base 
en exigencias no explicitadas o en parámetros no reproducibles”. 

 
Sin embargo, basta la lectura del informe técnico elaborado por el 

director del Área de Ingeniería e Infraestructuras para comprobar que estos 
aspectos (claridad y concreción) se refieren expresamente a los aspectos de 
la memoria técnica valorables según el PCAP, indicando, por ejemplo, a 
propósito de la “Concepción de las actuaciones por edificio afectado”, que “no 
se hace referencia a todos los puntos exigidos en el pliego de forma clara ni 
se encuentran debidamente desarrollados con el nivel de detalle requerido 
para este tipo de documentación”; o en relación con el aspecto valorable 
“Concepto de las instalaciones”, que “no hace referencia expresa a los puntos 
enumerados como valorables en el pliego, limitándose a exponer 
consideraciones de carácter general, sin el grado de concreción y desarrollo 
técnico exigido para satisfacer el alcance definido para la actuación”. De 
hecho, uno de los aspectos valorables en ese apartado es el “rigor en la 
documentación justificativa de las soluciones adoptadas” y el “rigor en la 
selección de elementos a instalar debidamente justificados”.  

 
Y en cuanto a la “Viabilidad de la propuesta”, que es el tercer aspecto 

valorable de la memoria según el PCAP, se expone que “no se analiza de forma 
clara ni con el grado de detalle requerido las interferencias que la ejecución de 
las actuaciones puede suponer respecto al desarrollo ordinario de la actividad 
universitaria, ni se describen de manera suficiente las medidas correctoras 
previstas para la reducción de su impacto”; además de indicar que el detalle 
del presupuesto que acompaña es incompleto, puesto que no alude a todos 
los capítulos especificados en el apartado 8 del pliego técnico, a propósito de 
las unidades a ejecutar. También se indica que este detalle de presupuesto 
incluye precios, por lo que, más alá del posible error en la fecha de esos 
presupuestos (que indica 4 de febrero de 2025) la oferta de la recurrente 
puede estar incursa, además, en causa de exclusión por anticipar en el sobre 
n.º 2 información de los criterios evaluables mediante fórmulas a incluir en el 
sobre n.º 3 (artículo 157.2 de la LCSP, en relación con el procedimiento abierto 
de adjudicación).  

 
Contrastada esta valoración técnica con la memoria de la recurrente, se 

comprueba que la misma dedica al análisis de este apartado menos de una 
página, frente al detalle de la memoria técnica de la adjudicataria, que le 
dedica las páginas 12 a 20 de la memoria, detallando las actuaciones para 
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reducir el impacto de las actuaciones en el entorno de actuación e incluyendo 
en su presupuesto todos los capítulos requeridos, sin incluir precios de las 
unidades a ejecutar. Y en este sentido, el informe técnico precisa respecto de 
la memoria de la adjudicataria que: “Se incide de forma clara y con grado de 
detalle y propuesta de solución en las posibles interferencias que surgirán 
durante la ejecución de las actuaciones con el día a día, así como se exponen 
medidas correctoras para reducir el impacto generado. Figura, de manera 
especialmente aclaratoria, el organigrama empresarial previsto para llevar a 
cabo esta actuación, incluyendo los datos del Coordinador de Seguridad y 
Salud propuesto para ello, así como del Jefe de Obra. La documentación 
presentada, en el anexo correspondiente, aporta presupuestos de las 
actuaciones previstas sin valoración económica, recogiendo la totalidad de los 
aspectos que conforman el alcance global de la actuación objeto de licitación”. 

 
Estos extremos pueden ser verificados a la vista de las memorias 

técnicas, incorporadas al expediente remitido. Destacar que la memoria de la 
adjudicataria tiene 20 páginas y 16 anexos, con un total de 122 páginas, 
mientras que la de la recurrente tiene apenas 11 páginas (de las que la 11 se 
refiere a la reducción de la huella de carbono, que es un criterio de 
adjudicación diferente) y seis anexos (el último de los cuáles -Anexo VI- 
incorpora los detalles del presupuesto de ejecución, con precios unitarios, 
indicando la fecha de 4 de febrero de 2025 -lo que podría ser un error-, porque 
la fecha de finalización de la presentación de ofertas fue el 4 de diciembre de 
2025, según el anuncio de licitación publicado en la PLACSP el 5 de noviembre 
de 2025).   

 
En definitiva, este Tribunal comparte lo expuesto por el órgano de 

contratación en su informe cuando afirma que la “claridad” o la “concreción” 
no son criterios autónomos, sino elementos inherentes al análisis de las 
memorias presentadas, que son necesarios para valorar adecuadamente los 
aspectos contemplados en el pliego.   

 
B) Por otra parte, a la vista de las memorias técnicas presentadas y de 

lo informado por el técnico de la ULE, que no es rebatido por la recurrente en 
ningún momento, tampoco se advierte que exista un error material o de hecho 
o una motivación insuficiente que permita concluir la arbitrariedad en la 
valoración técnica de las ofertas. La falta de detalle de la memoria de la 
recurrente es más que evidente en la exposición que hace de los apartados 
valorables segundo y tercero, relativos al “Concepto de las instalaciones” y 
“Viabilidad de la propuesta”, a los que apena dedica una página. La diferencia 
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de puntuación en estos apartados con la oferta de la adjudicataria es de 16 
puntos.  

 
En cuanto al primer apartado valorable, “Concepción de las actuaciones 

por edificio afectado” es el mejor valorado en el informe técnico (9 puntos 
sobre los 20 posibles, con una diferencia de 11 puntos sobre la adjudicataria 
que obtiene la puntuación máxima -20 puntos-) y el más extenso en la 
memoria de la recurrente (de las 10 páginas que ocupa, dedica a esta cuestión 
las páginas 2 a 9). Pues bien, el informe técnico indica que la memoria 
presentada carece del detalle requerido para este tipo de documentación 
técnica y que el conocimiento que alega el licitador “no queda adecuadamente 
reflejado ni justificado en la documentación técnica presentada”. Por el 
contrario, en el caso de la oferta competidora, indica que “Se hace referencia 
de manera expresa a todos los puntos exigidos en el pliego, los cuales se 
encuentran correctamente desarrollados y acompañados de información 
detallada. En este apartado se admite la inclusión de mejoras a las necesidades 
planteadas y además, tal y como se recoge en el pliego apartado f), las mejoras 
presentadas se encuentran valoradas económicamente”. Se comprueba, 
efectivamente, que en esa memoria se ofrecen mejoras, sin coste para la ULE, 
valoradas en 26.464,84 euros. La memoria de la recurrente, en cambio, hace 
un análisis de las actuaciones por edificio pero no expone expresamente este 
punto valorable referido a las “Inclusión de mejoras a las necesidades 
planteadas”.  

 
En definitiva, como expone el órgano de contratación en su informe al 

recurso, “la recurrente no acredita la existencia de error material o de hecho 
patente apreciable de forma directa e inequívoca, sino que plantea una 
controversia técnica basada en valoraciones alternativas (qué grado de detalle, 
concreción o adecuación tendría su memoria frente a la adjudicataria), lo que 
excede del ámbito propio de revisión del recurso especial cuando no se prueba 
un vicio cualificado de la valoración”.  

 
En consecuencia, estos motivos del recurso deben ser desestimados.   
 
5º.- Tampoco se advierte que se haya ocasionado indefensión a la 

parte recurrente por el hecho de haber denegado el órgano de contratación la 
remisión de una copia de la memoria técnica de la competidora. 

 
Efectivamente, consta en el expediente remitido que el órgano de 

contratación, a solicitud de la recurrente, permitió la consulta presencial y 
puesta de manifiesto del expediente administrativo, comunicando al interesado 
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que debía concertar cita previa con el Servicio de Contratación y Patrimonio 
de la ULE mediante correo electrónico y que esa visita se llevaría a cabo bajo 
estricta custodia de los servicios administrativos para evitar la captura no 
autorizada de datos confidenciales, sin perjuicio de tomar todas las notas 
necesarias para la interposición del correspondiente recurso especial. En la 
misma resolución, denegó la entrega de copia electrónica o física o su remisión 
por medios telemáticos, por razones de confidencialidad y considerando que 
no era necesario para el ejercicio de su derecho de defensa. 

 
En el informe emitido por el órgano de contratación justifica la decisión 

adoptada exponiendo que se resolvió denegar la entrega de copia, permitiendo 
en su lugar la consulta presencial del expediente, con el fin de proteger la 
confidencialidad, los secretos técnicos y comerciales y la propiedad intelectual 
de la documentación presentada. Afirma que esta actuación se ajusta a lo 
dispuesto en el artículo 133 de la LCSP y que “Debe recordarse que el derecho 
de acceso al expediente no implica necesariamente el derecho a obtener copia 
íntegra de las ofertas técnicas de los competidores, especialmente cuando 
contienen información confidencial. La posibilidad de consulta presencial del 
expediente garantiza el derecho de defensa sin comprometer los intereses 
comerciales legítimos de los licitadores”.   

 
Por lo tanto, la recurrente sí ha podido consultar la memoria de la 

recurrente y ejercer su derecho de defensa sin que en su recurso realice ninguna 
alegación técnica ni aporte informe técnico contradictorio que proponga una 
valoración alternativa, limitándose a alegar únicamente que la motivación del 
informe técnico emitido en el procedimiento es insuficiente y genérica. 

 
En relación con el acceso al expediente y la confidencialidad (artículos 

133 y 52 de la LCSP) se ha pronunciado este Tribunal en la Resolución n.º 
154/2025, de 27 de agosto (Recurso n.º 135/2025), cuando señala que la 
obligación del órgano de contratación de poner de manifiesto el expediente 
con arreglo al artículo 52 de la LCSP se cumple concediendo el derecho a 
consultarlo en las oficinas del órgano de contratación, sin que exista obligación 
de remitir por medios electrónicos las proposiciones de los licitadores 
competidores. 

 
La resolución recuerda que, conforme al artículo 52 de la LCSP, el 

interesado tiene derecho a solicitar el acceso al expediente previamente a la 
interposición del recurso especial y correlativamente, el órgano de 
contratación tiene obligación de ponerlo de manifiesto con los límites derivados 
de la confidencialidad que la ley establece. Y que, si el órgano de contratación 
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incumple esta obligación, pueden los licitadores alegarlo en su escrito de 
interposición del recurso especial en materia de contratación, en cuyo caso el 
órgano competente para resolverlo (en este caso, el Tribunal) pondrá de 
manifiesto el expediente en sus oficinas, con carácter previo al trámite de 
alegaciones, para que el recurrente pueda completar su recurso.  

 
Tras examinar las alegaciones del recurrente, este Tribunal desestimó 

el recurso interpuesto al concluir que no se había producido indefensión 
porque se concedió a la recurrente el derecho a consultar el expediente de 
licitación en las oficinas del órgano de contratación y la falta de acceso al 
expediente únicamente es imputable a la omisión de debida diligencia de la 
propia entidad recurrente. Añade que no existe una obligación del órgano de 
contratación de remitir telemáticamente o por medios electrónicos las 
proposiciones de los licitadores competidores, sino de poner de manifiesto el 
expediente ya sea de forma telemática o presencial convocando al recurrente 
en sus instalaciones, como así hizo en dos ocasiones.  

 
Además, este Tribunal insiste en que el acceso al expediente tiene 

carácter instrumental del derecho de defensa y en este caso “el escrito de 
recurso no contiene alegación dirigida a acreditar o razonar en qué medida la 
falta de información le ha causado indefensión o le ha impedido ejercer su 
derecho de defensa, máxime cuando ni siquiera reproduce la petición de 
acceso al expediente ante este Tribunal”. 

 
En consecuencia, no se advierte que se haya causado indefensión a la 

parte recurrente, que ha podido consultar el expediente y disponer de la 
información necesaria para rebatir el informe técnico, sin que lo haya hecho, 
por lo que procede la desestimación de este motivo del recurso.  

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

n.º 47/2026, interpuesto por Extintores y Recargas, S.L. contra la resolución 
de 4 de febrero de 2026 de la rectora de la Universidad de León por la que se 
adjudica a Ryal Construcción e Ingeniería, S.L. el contrato para la “Mejora y 
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subsanación de deficiencias de las instalaciones de detección y extinción de 
incendios de la Facultad de CC. Biológicas y Ambientales, Facultad de 
Veterinaria, Edificio Albéitar/Rectorado y Escuela de Ingeniería Industrial, 
Informática y Aeroespacial Fase II de la Universidad de León”, que incluye la 
redacción de la documentación técnica correspondiente para cumplir con las 
exigencias normativas vigentes (expediente SUM023/2025). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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